CORTE CONSTITUCIONAL
COMUNICADO No. 36 Septiembre 3 de 2014

EN LA EXPEDICIÓN DEL DECRETO 4173 DE 2011 EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA NO

EXCEDIÓ LAS FACULTADES OTORGADAS POR EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY 1444 DE 2011, NI

TAMPOCO VIOLÓ EL ARTÍCULO 29 SOBRE DEBIDO PROCESO, AL ATRIBUIR AL ITRC

FACULTADES DISCIPLINARIAS SOBRE SERVIDORES PÚBLICOS DE OTRAS ENTIDADES
V. EXPEDIENTE D-10.089 - SENTENCIA C-634/14  M. P. Mauricio González Cuervo

1. Norma acusada
DECRETO 4173 DE 2011

(noviembre 3)

Por el cual se crea la Unidad Administrativa Especial Agencia del Inspector General de Tributos,

Rentas y Contribuciones Parafiscales ITRC, se fija su estructura y se señalan sus funciones

ARTÍCULO 1o. CREACIÓN Y DOMICILIO. Créase la Unidad Administrativa Especial denominada Agencia del Inspector General de Tributos, Rentas y Contribuciones Parafiscales - ITRC, como una entidad del orden nacional de la Rama Ejecutiva, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, sin personería jurídica, con autonomía administrativa y patrimonio independiente, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá D.C.

ARTÍCULO 2o. OBJETO. La Unidad Administrativa Especial Agencia del Inspector General de Tributos, 

Rentas y Contribuciones Parafiscales - ITRC, tendrá como objeto:

1. Adelantar auditorías y formular recomendaciones sobre los procesos, acciones y operaciones de la DIAN, de la UGPP y de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar.

2. <Numeral aclarado por el artículo 1 del Decreto 4452 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> Sin perjuicio del poder preferente del Procurador General de la Nación, tendrá competencia para realizar las investigaciones de las conductas que por su trascendencia estén relacionadas con las faltas disciplinarias gravísimas establecidas en los numerales 1, 3, 17, 20, 30, 35, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 50, 56, 58 y 60 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, respecto de los servidores públicos que pertenecen a las entidades de que trata el numeral anterior.

3. Sin perjuicio del poder preferente del Procurador General de la Nación, asumir las competencias de las Oficinas de Control Disciplinario Interno sobre las demás faltas disciplinarias en que incurran los funcionarios de la DIAN, de la UGPP y de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar en aquellos casos que resulte necesario para la defensa de los recursos públicos.

PARÁGRAFO. Las funciones de control disciplinario de que trata este artículo, serán ejercidas de conformidad con el procedimiento dispuesto en la Ley 734 de 2002.

ARTÍCULO 4o. FUNCIONES. La Agencia del Inspector General de Tributos, Rentas y Contribuciones 

Parafiscales - ITRC, tendrá las siguientes funciones:

1. Aplicar estándares rigurosos de auditorías y evaluaciones de los servicios que ofrece la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, para la prevención de ineficiencias sistemáticas y operativas dentro del sistema;

2. Desarrollar programas anuales de auditoría que prioricen aquellos asuntos de mayor riesgo dentro de la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar.

3. Adelantar las auditorías previstas en el programa anual o en situaciones excepcionales por riesgos al interior de la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar.

4. A partir de los resultados de las auditorías, elaborar un programa de formulación de políticas de prevención y detección de malas prácticas en la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, enfocado en áreas centrales como la seguridad e integridad de sus empleados.

5. Definir e implementar estrategias para la detección del fraude y conductas disciplinables de los funcionarios y deficiencias en los procesos, infraestructura y operaciones, de la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar.

6. Sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación, tendrá competencia para adelantar investigaciones a los funcionarios de la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, por conductas que por su trascendencia estén relacionadas con las faltas disciplinarias gravísimas establecidas en los numerales 1, 3, 17, 20, 30, 35, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 50, 56, 58 y 60 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002.

7. Sin perjuicio del control preferente de la Procuraduría General de la Nación, asumir, mediante decisión motivada, la competencia de la Oficina de Control Disciplinario Interno de las entidades de que trata el artículo 2o del presente decreto, por otras conductas y faltas disciplinarias que atenten contra la integridad de la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar, cuando resulte necesario para la defensa de los recursos públicos.

8. De conformidad con el numeral 4 del artículo 202 de la Ley 906 de 2004, ejercer funciones de policía judicial en el curso de las actuaciones de su competencia, bajo la directa coordinación de la Fiscalía General de la Nación. Las funciones de policía judicial serán ejercidas al interior de la Agencia, por las dependencias que determina el presente decreto.

9. Informar al Presidente de la República, al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y a la ciudadanía en general, sobre los problemas detectados y los procesos realizados.

10. Realizar capacitaciones continuas a investigadores y auditores en beneficio de la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar.

11. Participar en las reuniones de los Organismos Internacionales en las que se negocien compromisos del país en materias afines o relacionadas con las funciones de la Entidad.

12. Las demás funciones que se le asignen.

PARÁGRAFO. Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia del Inspector General de Tributos, Rentas y Contribuciones Parafiscales está autorizada para acceder a todos los registros, auditorías, investigaciones, revisiones, documentos, recomendaciones y en general, a todo el material relacionado con la administración de tributos, aduanas, control del régimen cambiario de importaciones y exportaciones a cargo de la Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN, contribuciones parafiscales a cargo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP y rentas de la Nación a cargo de la entidad administradora del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar y para solicitar la producción de informes y reportes que requiera para el cumplimento de sus funciones.

Toda la información requerida y administrada por la Agencia del Inspector General de Tributos, Rentas y Contribuciones Parafiscales, tiene reserva legal.

Los servidores públicos que nieguen sin justificación legal el acceso a la información de que trata el presente parágrafo, estarán sujetos a las sanciones aplicables, de conformidad con lo establecido en la Ley 734 de 2002.

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLES los artículos 1°, 2° y 4° del Decreto 4173 de 2011.

3. Síntesis de los fundamentos

En esta oportunidad, y dado que la demanda atacaba también algunos apartes de los artículos 7°, 8°, 12 y 13 de este mismo Decreto, la Corte comenzó por señalar la imposibilidad de decidir sobre éstas, pues el artículo 8° fue derogado por el Decreto 985 de 2012 y no se encuentra actualmente vigente, mientras que los artículos 7°, 12 y 13 fueron subrogados por otras disposiciones del mismo decreto, las cuales no fueron acusadas, y aún en caso de haberlo sido, la Corte no sería competente para conocer sobre ellos, puesto que se trata de actos administrativos expedidos por el Presidente de la República en ejercicio de facultades propias, cuyo conocimiento no está atribuido a este  tribunal. Por estas razones, el análisis de la Corte se circunscribió a los artículos 1°, 2° y  4° del Decreto 4173 de 2011.

Respecto de esos artículos, el actor planteó que ellos vulneraban el artículo 150 numeral 10° de la Constitución, pues el Ejecutivo habría excedido el marco de las facultades que le fueron otorgadas por el artículo 18 de la Ley 1444 de 2011, desconociendo además la línea que al respecto trazó esta Corte en la sentencia C-473 de 2013 sobre el alcance de tales facultades, al igual que el artículo 243 superior, que se refiere a la cosa juzgada constitucional. Adujo también violación del artículo 29 ibídem sobre debido proceso, al haber atribuido la función disciplinaria en relación con servidores públicos de ciertas entidades, la DIAN, la UGPP y COLJUEGOS, a esta nueva entidad, el ITRC.

La Corte desechó los anteriores cargos al considerar que el precedente citado (C-473 de 2013) resultaba inaplicable al caso concreto, pues se trata de normas diferentes, el fallo citado es posterior a la expedición del decreto ahora demandado, y las razones por las que uno y otro habrían violado la Constitución tampoco coinciden. Estas consideraciones excluyen el alegado desconocimiento de la cosa juzgada constitucional, lo mismo que el presunto exceso por parte del Presidente de la República en el uso de las facultades extraordinarias que le fueron otorgadas.

De otra parte, la Corte encontró que la atribución de la facultad disciplinaria sobre funcionarios de las referidas entidades a la agencia ITRC tampoco es contraria al artículo 29 superior ni resulta lesiva del debido proceso, por cuanto tal atribución deja a salvo el poder disciplinario preferente del Procurador General de la Nación y se enmarca dentro de una de las posibilidades previstas en el artículo 269 de la Carta, en lo relativo a la organización del control interno, que según lo prevé esa norma, bien puede ser encomendado a una entidad externa. 

4. Salvamentos y aclaraciones de voto
Los Magistrados Mauricio González Cuervo y Luis Guillermo Guerrero Pérez salvaron parcialmente su voto, en lo relacionado con el vicio de competencia resultante de la presunta extralimitación competencial en que habría incurrido el Presidente de la República al expedir este decreto, en exceso de las facultades conferidas por la Ley 1444 de 2011, pues en su criterio este vicio es de naturaleza formal, y en consecuencia, la acción se encontraría caducada por haber transcurrido mas de un año entre la expedición de la norma y la presentación de la demanda. Según lo consideraron estos Magistrados la Corte ha debido declararse inhibida, en lo que a este cargo se refiere.

Por su parte la Magistrada María Victoria Calle Correa y el Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva se reservaron la posibilidad de presentar una aclaración de voto respecto de algunos de los fundamentos de esta decisión.

